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Las reformas en materia de protección de datos personales y sus efectos 
en las relaciones de trabajo 
 
La protección de los datos personales ha cobrado especial relevancia en el ámbito laboral, 
impulsada por la transformación digital, el uso creciente de tecnologías de monitoreo y 
gestión de personal, así como por la necesidad de respetar la privacidad en contextos 
laborales cada vez más diversos. En los últimos meses, países como Perú, Chile y México 
han venido sufriendo reformas significativas que podrían requerir cambios importantes en 
la gestión de la información.  
 
En un nuevo entorno caracterizado por la protección de los datos por encima de cualquier otra 
necesidad empresarial, las empresas se ven obligadas a revisar procesos y políticas internas, así 
como a adoptar medidas sólidas para garantizar el cumplimiento normativo y salvaguardar la 
información personal de sus trabajadores, candidatos y colaboradores. Desde procesos de 
selección hasta evaluaciones de desempeño y mecanismos de control laboral, el tratamiento de 
datos personales se ha vuelto un eje central en la gestión de personas. Sumado a ello, la utilización 
de herramientas de IA genera una exposición relevante de información personal –en muchos casos 
sensible– que, a menudo, requerirán de la adopción de políticas que garanticen la confidencialidad 
de la información que comenzarán a utilizar los departamentos de selección y reclutamiento.  
 
Las regulaciones en la región latinoamericana han comenzado a responder a esta realidad. Perú, 
México y Chile ya han implementado reformas normativas relevantes en materia de protección de 
datos, mientras que en Colombia la regulación data de 2012, pero paulatinamente los empleadores 
y los trabajadores se han vuelto más conscientes de la importancia y la sensibilidad del manejo de 
datos personales. Este proceso de asimilación y de actualización de la normativa —que busca 
alinear las legislaciones locales con estándares internacionales— implica un mayor nivel de 
exigencia para los empleadores y una supervisión más rigurosa por parte de las autoridades. 
 
A continuación, presentamos un panorama actualizado sobre los principales avances normativos y 
consideraciones prácticas en torno a la protección de datos personales en el entorno laboral en 
Perú, Colombia, México y Chile. 
 

Perú 

 
El 30 de noviembre de 2024 se publicó el Decreto Supremo N.º 016-2024-JUS, que aprueba el 
nuevo Reglamento de la Ley de Protección de Datos Personales (Ley N.º 29733), reemplazando 
íntegramente al reglamento anterior. Esta norma entró en vigencia el 30 de marzo de 2025 y marca 
un hito en la regulación peruana al incorporar estándares internacionales y establecer nuevas 
exigencias para el tratamiento de datos personales. En el ámbito laboral, introduce cambios 
sustanciales que requieren una revisión y adecuación integral de las prácticas empresariales 
vinculadas a la gestión de datos de trabajadores. 
 
Como primer tema relevante, el nuevo reglamento refuerza obligaciones clave para los empleadores 
en el tratamiento de datos de trabajadores. De esta manera, se incorpora como infracción grave 
(sancionada con hasta USD 70,000.00 aproximadamente) el no informar de manera completa al 
trabajador sobre el tratamiento de sus datos personales, conforme al artículo 18 de la Ley. Esto 
exige revisar y adecuar todos los documentos informativos laborales (políticas, formatos, cláusulas, 
etc.). 
 
Asimismo, se tipifica como infracción leve (hasta USD 7,000.00 aproximadamente) la atención fuera 
de plazo de los derechos ARCO (acceso, rectificación, cancelación y oposición), lo que obliga a 
revisar y fortalecer los procedimientos internos para el ejercicio de derechos por parte de los 
trabajadores. 
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Como novedad, se introduce la obligación de designar un oficial de datos personales cuando se 
cumplan ciertas condiciones. Recursos Humanos debe participar activamente en esta designación, 
ya que puede implicar cambios en funciones, acceso a información y condiciones laborales. 
 
Finalmente, el reglamento detalla nuevas medidas de seguridad, como la exigencia de contar con 
un documento de seguridad actualizado y difundido internamente que incluya procedimientos de 
acceso, gestión de privilegios y uso de plataformas, entre otros. Su correcta implementación es 
esencial para minimizar riesgos legales, fortalecer la cultura de cumplimiento y promover la 
confianza de los trabajadores en la organización. 
 

Colombia 

 
La protección de los datos personales ha adquirido una relevancia creciente en el entorno 
empresarial, especialmente en el ámbito laboral. Desde la expedición de la Ley Estatutaria 1581 de 
2012, que establece el régimen general de protección de datos personales, y sus decretos 
reglamentarios, las organizaciones están obligadas a implementar medidas que garanticen la 
privacidad, seguridad y tratamiento adecuado de la información personal de sus trabajadores. 
 
Durante los últimos años, la Superintendencia de Industria y Comercio (SIC), como autoridad 
nacional en esta materia, ha fortalecido su rol de vigilancia y sanción, emitiendo nuevas 
instrucciones y decisiones que exigen a las empresas una revisión constante de sus políticas 
internas. Recientemente, se ha asimilado e interiorizado con mayor ahínco la regulación relacionada 
con la protección de datos y se han consolidado lineamientos más estrictos sobre el tratamiento de 
datos sensibles, la responsabilidad demostrada y la gestión de bases de datos, lo que ha llevado a 
un endurecimiento del régimen sancionatorio y a una mayor exigencia en la documentación de 
cumplimiento.  
 
Dentro de la reciente emisión de reglamentos y directrices, se destacan las circulares externas 
expedidas por la Superintendencia de Industria y Comercio en materia de tratamiento de datos 
personales. Entre ellas, la Circular Externa No. 002 del 21 de agosto de 2024, que aborda el 
tratamiento de datos personales en sistemas de inteligencia artificial, y la Circular Externa No. 003 
del 22 de agosto del mismo año, que imparte instrucciones a los administradores de compañías 
sobre el tratamiento de dicha información.  
 
En el contexto laboral, estas disposiciones implican una transformación significativa en la forma en 
que las empresas gestionan la información de sus trabajadores. Desde la obtención del 
consentimiento informado durante el proceso de selección hasta la implementación de medidas de 
ciberseguridad, las organizaciones deben garantizar que sus prácticas respeten los derechos de los 
trabajadores y se alineen con los principios de legalidad, finalidad, libertad, veracidad, 
transparencia, acceso y circulación restringida. 
 
La autoridad ha procurado emitir de manera constante lineamientos y guías dirigidas a orientar a 
las empresas y sus colaboradores en el tratamiento adecuado de datos personales. Estos 
instrumentos incluyen cartillas y documentos técnicos sobre temas como la implementación del 
oficial de cumplimiento en protección de datos, así como sobre actividades relevantes para las 
organizaciones, como la videovigilancia y su adecuada gestión conforme a la normativa vigente. 
 
Este marco normativo no solo busca proteger la intimidad de los trabajadores, sino también fomentar 
una cultura organizacional basada en la confianza, la transparencia y el cumplimiento normativo. 
Así, la protección de datos personales se ha venido convirtiendo en un eje fundamental de las 
relaciones laborales modernas en Colombia. 
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México 

 
El 20 de marzo de 2025, se publicó en el Diario Oficial de la Federación una nueva Ley Federal de 
Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares. Esta legislación, que reemplaza 
a la norma de 2010, introduce disposiciones más claras y robustas para garantizar el tratamiento 
legítimo y seguro de la información personal en el país. A continuación, exploramos las principales 
novedades y su impacto en el entorno empresarial latinoamericano. 
 
Mayor claridad y obligaciones: la nueva ley refuerza los derechos ARCO (Acceso, Rectificación, 
Cancelación y Oposición), ahora definidos con precisión y reconocidos explícitamente, superando 
la ambigüedad de la legislación anterior. Además, impone obligaciones más estrictas a las 
empresas y personas que manejen datos personales, ya sea en formato físico, electrónico o de 
cualquier tipo. Entre los requisitos destacan: 
 

1. Avisos de privacidad más detallados: las empresas deben informar de manera clara y 
accesible sobre los propósitos del tratamiento de datos, especificando: (i) qué datos se 
recopilan, incluyendo los sensibles; (ii) cuáles requieren consentimiento expreso; y (iii) cómo 
ejercer los derechos ARCO. 

 

2. Derecho a la oposición: los titulares de datos pueden oponerse a su tratamiento si existe 
una causa legítima, como un posible daño o perjuicio, o cuando el uso automatizado de datos 
afecte sus derechos, evalúe aspectos personales (desempeño laboral, situación económica o 
salud, entre otros) o genere efectos jurídicos no deseados. 

 

3. Confidencialidad obligatoria: las organizaciones deben implementar controles para 
garantizar que cualquier persona involucrada en el manejo de datos mantenga estricta 
confidencialidad. 

 

4. Cultura de protección de datos: las empresas deberán fomentar la protección de datos 
internamente, designando, si es necesario, un responsable o departamento para gestionar 
solicitudes relacionadas con los derechos ARCO. 

 
Nuevo enfoque institucional: uno de los cambios más significativos es la desaparición del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) como 
órgano garante. En su lugar, la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno asumirá la supervisión, 
verificación y sanción en materia de datos personales a nivel federal. Las resoluciones de esta 
Secretaría podrán impugnarse únicamente mediante un juicio de amparo en tribunales 
especializados, eliminando la vía del juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa. 
 
Además, las sanciones y costos asociados al ejercicio de derechos ARCO se calcularán con base 
en la unidad de medida y actualización vigente, asegurando una base económica actualizada. 
 
Impacto en el ámbito laboral: para las empresas en México y la región, esta reforma implica una 
revisión urgente de sus prácticas administrativas. Los empleadores deberán: (i) actualizar avisos de 
privacidad, contratos y reglamentos internos para cumplir con la nueva ley; (ii) implementar 
procesos que garanticen transparencia en el manejo de datos de empleados y(iii) capacitar a su 
personal en la protección de datos para evitar riesgos legales. 
 
Estos cambios no solo fortalecerán la confianza de los trabajadores sino que también posicionan a 
las empresas como actores responsables en un entorno donde la privacidad es una prioridad global. 
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Chile 

 
Tras siete años de debate legislativo, Chile cuenta con una nueva Ley de Protección y Tratamiento 
de Datos Personales (Ley 21.719), promulgada en diciembre de 2024 y que entrará en vigencia el 
último mes de 2026. Esta ley representa un hito al alinear la regulación nacional con los estándares 
internacionales, especialmente el Reglamento General de Protección de Datos (GDPR) de la Unión 
Europea, estableciendo un marco robusto y moderno para la gestión de datos personales en el país. 
 
La nueva normativa es de aplicación general, abarcando a todas las personas naturales y jurídicas. 
Entre sus principales novedades, destaca la creación de la Agencia de Protección de Datos 
Personales, organismo autónomo encargado de dictar instrucciones, interpretar la ley, fiscalizar su 
cumplimiento y aplicar sanciones. Esta institucionalidad será clave para la correcta implementación 
y supervisión del nuevo régimen. 
 
En el ámbito laboral, la ley reconoce a los trabajadores como titulares de datos personales frente a 
sus empleadores. Esto implica que ellos cuentan con los siguientes derechos sobre su información: 
acceso, rectificación, supresión, oposición, portabilidad y bloqueo de datos. Estos derechos son 
irrenunciables y deben ser respetados en toda relación laboral, reforzando la obligación ya existente 
en el artículo 154 ter del Código del Trabajo, que exige a los empleadores mantener la reserva de 
la información privada de sus trabajadores. 
 
El tratamiento de datos personales en el contexto laboral podrá realizarse con el consentimiento 
expreso del trabajador, pero también será lícito cuando sea necesario para la ejecución del contrato 
de trabajo, el cumplimiento de obligaciones legales o la satisfacción de intereses legítimos del 
empleador, siempre que no se vulneren los derechos y libertades del trabajador. Especial atención 
merecen los datos sensibles, como los relativos a la salud, que solo podrán ser tratados bajo 
estrictas condiciones y con mayores resguardos. 
 
Para las empresas, la entrada en vigencia de la ley implica la necesidad de revisar y adecuar sus 
políticas y procedimientos internos de tratamiento de datos. Será fundamental implementar medidas 
que aseguren el cumplimiento de los principios rectores de la ley: licitud, finalidad, proporcionalidad, 
calidad, responsabilidad, seguridad, transparencia y confidencialidad. Además, las empresas 
multinacionales deberán poner especial atención a los nuevos requisitos para la transferencia 
internacional de datos, asegurando que los países de destino cuenten con niveles adecuados de 
protección o que existan garantías contractuales suficientes. 
 
En este periodo de transición hasta diciembre de 2026, las empresas deben anticipar la adecuación 
de sus sistemas, capacitar a sus equipos y estar atentas a la dictación de los reglamentos y 
directrices que la futura Agencia de Protección de Datos Personales emitirá, los cuales darán mayor 
claridad y sentido práctico a la ley. 
 
Es de suma relevancia el adecuarse correctamente a la ley, dado que el incumplimiento de la 
normativa puede acarrear sanciones significativas, con multas que pueden alcanzar hasta 20.000 
UTM (€ 1.466.600 aprox.), suma que podría triplicarse en caso de reincidencia. Esto subraya la 
importancia de una gestión proactiva y responsable de los datos personales, tanto para evitar 
riesgos legales como para fortalecer la confianza de trabajadores y clientes en la organización. 
 
En síntesis, la nueva ley marca un antes y un después en la protección de datos en Chile, exigiendo 
a las empresas un compromiso real con la privacidad y la seguridad de la información, 
especialmente en el ámbito laboral. La preparación y adaptación temprana serán claves para 
enfrentar con éxito este nuevo escenario regulatorio. 
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Novedades legislativas en Perú 
 

Perú permitirá a los trabajadores retirar el 100% de sus beneficios laborales (CTS) 
por enfermedad terminal o diagnóstico de cáncer 
 
Con fecha 09 de mayo de 2025 ha sido publicado en el Diario Oficial El Peruano la Ley N° 32322, 

que modifica el artículo 42° Decreto Legislativo N° 650, Ley de Compensación por Tiempo de 

Servicios (CTS). 

 

Principales aspectos:  
 

▪ En el caso en que un trabajador sea diagnosticado con enfermedad terminal o cáncer 
debidamente acreditado, podrá efectuar en cualquier momento el retiro del 100% de su 
depósito CTS e intereses acumulados.  

 

▪ De manera extraordinaria y por única vez hasta el 31 de diciembre de 2026, se ha autorizado 
a los trabajadores a disponer libremente del 100% de los depósitos por CTS.  

 

▪ Se encuentra pendiente que se publiquen las normas reglamentarias que permitan adecuar el 
régimen legal aplicable al beneficio de la CTS. 

 

Declaran días no laborables compensables para los trabajadores del sector público  
 
Mediante el Decreto Supremo 042-2025-PCM se han declarado varios días no laborables para los 
trabajadores del sector público.  
 
Principales aspectos: 
 
▪ Se declaran días no laborables para los trabajadores del sector público el viernes 2 de mayo 

de 2025, viernes 26 de diciembre de 2025 y viernes 2 de enero de 2026.  
 

▪ Se establece que las horas dejadas de laborar durante los días no laborables se compensan 
en los diez (10) días inmediatos posteriores o en la oportunidad que establezca el titular de 
cada entidad pública.  
 

▪ El sector privado puede acogerse a lo dispuesto, previo acuerdo entre el empleador y sus 
trabajadores, quienes deben establecer la forma de recuperación de las horas dejadas de 
laborar. A falta de acuerdo, decide el empleador.  
 

▪ Las entidades y empresas sujetas al régimen laboral de la actividad privada que brindan 
servicios esenciales están facultadas para determinar los puestos de trabajo que están 
excluidos de los días no laborables. 

 
Se modifica el cálculo de reparto de utilidades a favor de trabajadores 
 
Mediante los Proyecto de Ley 456/2021-CR y el 783/2021-CR se busca modificar la forma de cálculo 
para el reparto de utilidades a favor de los trabajadores. 
 
Principales aspectos: 
 
▪ A la fecha, la distribución de utilidades entre los trabajadores se realiza dividiendo el monto total 

a repartir en dos partes iguales. La primera mitad (50%) se asigna en proporción a los días 
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efectivamente laborados por cada empleado y la segunda mitad (50%) se distribuye en función 
de las remuneraciones.  
 

▪ La medida pretende establecer que el 75% del monto se asignará en función de los días 
efectivamente laborados por cada trabajador, mientras que el 25% restante se distribuirá de 
acuerdo con el nivel de remuneración, otorgándole mayor peso al trabajo efectivo y no al 
importe de la remuneración.  

 
▪ Se propone la incorporación de hasta 130 días no laborados por enfermedad o accidente común 

como días computables para el cálculo del reparto de utilidades. 
 
▪ Se plantea un incremento del porcentaje de participación en las utilidades en el sector minero, 

que pasaría del 8% al 10%. 
 
▪ Se pretende eliminar el tope para la recepción de utilidades, fijado en 18 remuneraciones 

mensuales. Se propone que el excedente de dicho límite esté sujeto a una retención del 30%, 
destinada a un fondo de capacitación laboral. El 70% restante quedaría a libre disposición del 
trabajador. 
 

▪ El proyecto de ley fue aprobado por la Comisión de Trabajo. Se encuentra pendiente de debate 
y votación en el Pleno del Congreso.  

 

Nuevo régimen para micro y pequeña empresa 
 
Con fecha de 27 de mayo de 2025, ha sido publicado en el Diario Oficial El Peruano la Ley N° 
32353, Ley para la Formalización, Desarrollo y Competitividad de la Micro y Pequeña Empresa 
(MYPE).  
 
Principales aspectos: 
 
▪ Se reconoce dentro del régimen a las microempresas dedicadas a la venta de bebidas 

tradicionales como el emoliente o infusiones con quinua, maca y kiwicha.  
 

▪ Se protege a los trabajadores del régimen general frente a despidos cuyo único fin sea 
reemplazarlos por personal bajo el régimen especial, estableciendo una indemnización 
equivalente a dos remuneraciones mensuales por cada año laborado. 
 

▪ Para acogerse al régimen MYPE, las empresas deberán presentar una declaración jurada ante 
la Autoridad Administrativa de Trabajo y, en ciertos casos, acompañarla de la declaración jurada 
del Impuesto a la Renta del ejercicio anterior. 
 

▪ Además, si una empresa supera el tope de ventas establecido, podrá conservar por tres años 
el régimen laboral MYPE antes de migrar al régimen general. Si luego sus ventas disminuyen, 
puede volver al régimen anterior. 
 

▪ También se ha establecido el derecho a pensión por invalidez para afiliados con discapacidad 
permanente, según dictamen de las entidades competentes. 
 

▪ En cuanto a sanciones, estas se reducirán en un 50% para pequeñas empresas y en un 70% 
para microempresas. 
 

▪ La ley entrará en vigencia al día siguiente de publicarse su reglamento, el cual deberá emitirse 
en un plazo máximo de 70 días, es decir, alrededor del 5 de agosto de 2025. 
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Novedades legislativas en Colombia 
 

Colombia adopta un nuevo Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (Ley 
2452 de 2025) 
 
El 2 de abril de 2025, el Congreso de Colombia promulgó la Ley 2452 de 2025, que establece un 
nuevo Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. Esta reforma busca modernizar los 
procedimientos judiciales en materia laboral y de seguridad social, garantizando mayor eficiencia y 
celeridad en la resolución de conflictos, entrando en vigor el 2 de abril de 2026. 
 
Principales aspectos: 
 
▪  Regula de forma autónoma el uso de tecnologías de la información y de la comunicación dentro 

de los trámites judiciales. 
 

▪ Se modifica la competencia por razón del lugar. Los procesos que se promuevan ante la 
jurisdicción laboral podrán ser repartidos a cualquier juez laboral o tribunal del país cuando se 
trate de controversias jurídicas y no sea necesaria la práctica de pruebas.  
 

▪ Elimina los procesos de única instancia, estableciendo un sistema de doble instancia, con un 
sistema de competencia por cuantía: jueces municipales hasta 40 salarios mínimos y jueces 
del circuito más de 40 salarios mínimos. La cuantía para recurrir en casación pasará a 150 
salarios mínimos.  

 
▪ Se establece que los jueces y magistrados deberán ser especialistas en derecho laboral o 

seguridad social. 
 

▪ Se incorpora la sentencia anticipada para agilizar resolución de controversias, lo que implica la 
posibilidad de que el juez promulgue un fallo antes de haber agotado la totalidad del trámite 
judicial. 

 
▪ Estructura un procedimiento especial para los asuntos relacionados con el reintegro de un 

trabajador que tenga un fuero de estabilidad reforzada por maternidad, discapacidad, pre 
pensión, acoso laboral o fuero circunstancial, estableciendo términos de prescripción de dos 
años. 

 

Entrada en vigencia de una nueva reforma pensional (Ley 2381 de 2024) 
 
El 16 de julio de 2024, el Congreso de Colombia promulgó la Ley 2381 de 2024, que establece un 
nuevo sistema de protección social integral para la vejez, invalidez y muerte de origen común. Esta 
reforma busca garantizar una cobertura más amplia y mejorar la sostenibilidad del sistema 
pensional. La entrada en vigencia de esta reforma fue suspendida por decisión de la Corte 
Constitucional, que será quien determine la nueva fecha. 

 
Principales aspectos: 
 
▪ El contratista persona natural ya no gestionará directamente sus aportes al sistema de 

seguridad social, sino que la empresa contratante será quien descontará los valores 
correspondientes de sus honorarios y los pagará al sistema. 
 

▪ El contratante tendrá la obligación de mantener actualizada toda la información requerida para 
la correcta y adecuada liquidación y pago de las cotizaciones.  
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▪ El contratante responderá por la totalidad del aporte y su mora, cuando no realice el descuento 
al contratista.  

 
▪ La reforma establece un aumento del monto de los aportes al Fondo de Solidaridad Pensional 

para quienes tuvieran un ingreso base de cotización de más de 4 salarios mínimos. El aumento 
está entre el 0,5% y 1,5% dependiendo del nivel de cotización.  

 

La sentencia C-517 de 2024 de la Corte Constitucional de Colombia declaró 
inconstitucionales las restricciones al fuero de paternidad en la Ley 2141 de 2021 
 
Principales aspectos: 
 
▪ La Ley 2141 de 2021 estableció un fuero de estabilidad reforzada para aquellos trabajadores 

cuya pareja se encuentra en estado de embarazo o dentro de las 18 semanas posteriores al 
parto y no tuviera un empleo formal al momento del despido, imponiendo una sanción al 
empleador de 60 días de salario en el caso de un efectuar un despido que cumpliera con estos 
requisitos. 
 

▪ La Corte Constitucional de Colombia, en sentencia C-517 de 2024 publicada el 29 de abril de 
2025, modificó los principales requerimientos para la aplicación de este fuero. Concretamente, 
declaró inexequible el requisito de que la pareja de la persona despedida careciera de un 
empleo formal, por lo que solo pasaría a ser necesario acreditar el estado de embarazo de la 
pareja o estar dentro de las 18 semanas posteriores al parto para dar plena aplicabilidad a la 
estabilidad. 

 
Se establecen sanciones por despido de víctimas de acoso sexual  
 
El 1 de abril de 2025, el Gobierno de Colombia expidió el Decreto 405 de 2025, que establece 
medidas de prevención, protección y atención frente al acoso sexual en el ámbito laboral y 
educativo. 
 
Principales aspectos: 
 
▪ El decreto trae consigo la inclusión de una multa por despido de víctimas de acoso sexual, 

sancionando el despido de una persona que haya denunciado acoso sexual dentro de los seis 
meses siguientes a la interposición de una queja de dicha índole, ya que se presume el despido 
como retaliación e injustificado. 
 

▪ El monto de la multa dependerá directamente del tamaño de la empresa en la que se encuentre 
el trabajador, oscilando entre 1 y 5.000 salarios mínimos. Esto, con el objetivo de graduar 
razonablemente la sanción dependiendo de la capacidad económica y/o financiera del 
empleador infractor. 

 

Establecida la reducción de la jornada laboral en 2025  
 
La Ley 2101 de 2021 estableció una reducción progresiva de la jornada laboral en Colombia de 48 
horas a 42 horas semanales, sin afectar el salario ni los derechos inherentes de los trabajadores. 
En 2025, se implementará la tercera fase de esta reducción. 
 
Principales aspectos: 
 
▪ A partir del 15 de julio de 2025, la jornada laboral máxima disminuirá de 46 a 44 horas 

semanales. 
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▪ Esta reducción no afecta el salario del trabajador ni las prestaciones. 
 

▪ Esta reducción tiene un impacto directo en el valor de la hora de trabajo, implicando que el 
mismo salario se tenga que distribuir entre menos horas trabajadas, lo que incrementa el valor 
de cada hora de trabajo ordinario. 

 
▪ El incremento de la hora de trabajo ordinario significa que el costo de los recargos por trabajo 

suplementario, nocturno, dominical o festivo va a aumentar.  
 
 

Novedades legislativas en México 
 

Aprobada una propuesta de reforma a los ingresos por trabajos en hoteles, 
restaurantes, bares y otros establecimientos análogos 
 
El 29 de abril de 2025, la Cámara de Diputados aprobó una propuesta de reforma a la Ley Federal 
del Trabajo, cuyo objetivo es regular las condiciones de trabajo de personas que tradicionalmente 
dependen de propinas, como meseros, baristas, repartidores y despachadores de gasolina. Dicha 
propuesta de reforma se turnó a la Cámara de Senadores para continuar con su trámite legislativo. 
 
Principales aspectos: 
 
▪ Se reconoce el derecho de todos los trabajadores a recibir un salario que, en ningún caso, 

podrá ser inferior al salario mínimo general o al salario mínimo profesional vigente. 
 

▪ El salario no podrá ser reemplazado por propinas, ni por ningún otro tipo de gratificación 
voluntaria. 

 
▪ Se amplía el ámbito de aplicación de la norma para incluir, además de hoteles, casas de 

asistencia, restaurantes, fondas, cafés y bares, a empresas del sector deportivo, de 
entretenimiento y estaciones de servicio de combustible. 

 
▪ Aunque las propinas formen parte del ingreso de los trabajadores, no se integrarán para efectos 

del cálculo de las cuotas de seguridad social. 
 

▪ La distribución de las propinas deberá realizarse entre los trabajadores que las generen en 
función del tiempo trabajado y la actividad desempeñada, y será distribuida equitativamente por 
los propios trabajadores. 

 
▪ Los empleadores no podrán reservarse, hacer suyas, disponer, ni tener participación alguna en 

las propinas. 
 

▪ Las propinas se integrarán al total del pago del servicio y será opcional en el caso de que estas 
se entreguen de manera directa. 

 
▪ Se establece una definición clara de lo que se entenderá como propinas, diferenciándolas de 

otros pagos. 

 
 

Novedades legislativas en Chile 
 

Modificaciones a la Ley de Licencias Médicas en Chile  
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El pasado 24 de mayo, entró en vigor la Ley N° 21.746, que regula la emisión y utilización de 
licencias médicas y que refuerza la fiscalización, endurece sanciones y habilita nuevos mecanismos 
como la denuncia anónima.  
 
Principales aspectos: 

 
▪ La Superintendencia de Seguridad Social (SUSESO) tiene la obligación de mantener en su sitio 

web un sistema de denuncia anónima de mal uso de licencias médicas, permitiendo a cualquier 
persona informar sobre eventuales irregularidades en la emisión o uso de licencias.  
 

▪ La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) y la SUSESO pueden imponer 
sanciones progresivas a profesionales médicos por emisión de licencias sin fundamento, que 
van desde la suspensión temporal del profesional para la emisión de licencias médicas hasta 
la suspensión perpetua del derecho antes referido, además de multas que pueden llegar hasta 
600 UTM.  
 

▪ La SUSESO mantendrá un registro público y actualizado de sanciones aplicadas a 
profesionales, el cual deberá ser publicado en los sitios web de los prestadores de salud. 
 

▪ Los profesionales médicos que podrán emitir licencias médicas serán aquellos médicos 
cirujanos, cirujanos dentistas y matronas debidamente inscritos en el Registro Nacional de 
Prestadores Individuales de Salud, que será administrado por la SUSESO. 
  

▪ Además, se podrán investigar y sancionar hechos ocurridos o licencias médicas con hasta cinco 
años de antigüedad. 

  
Avanza el Proyecto de Ley de Equidad Salarial 
 
El pasado mes de marzo, la Comisión de Mujer y Equidad de Género del Senado finalizó las 
votaciones de las indicaciones presentadas por el Gobierno de Chile, las cuales pasaron a la 
Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado para posteriormente ser votada. 

 
Principales aspectos: 

 
▪ Se refuerza el principio de igualdad de remuneraciones entre hombres y mujeres, extendiéndolo 

no solo a trabajos idénticos sino también a aquellos de igual valor, función o responsabilidad. 
Se considera discriminatorio cualquier trato salarial diferenciado basado en género o en 
responsabilidades familiares y de cuidado, salvo que existan justificaciones objetivas y 
fundadas.  
 

▪ Las empresas deben establecer un procedimiento interno obligatorio para que las personas 
trabajadoras reclamen diferencias salariales por motivos de género. Además, se habilita la 
denuncia directa ante tribunales. 
 

▪ Las diferencias salariales arbitrarias pueden ser consideradas vulneraciones a derechos 
fundamentales, lo que habilita la posibilidad de que el tribunal ordene el pago de diferencias y 
adopte medidas correctivas. 
 

▪ Para empresas de más de 200 trabajadores, se impone la obligación de conformar un Comité 
de Igualdad de Remuneraciones, integrado paritariamente por representantes de la empresa y 
de los trabajadores. Este comité debe realizar una evaluación analítica de los cargos, identificar 
brechas salariales de género y proponer un Plan de Igualdad de Remuneraciones con medidas 
concretas y seguimiento semestral.  
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▪ Estas empresas deberán publicar anualmente en su sitio web un informe ejecutivo sobre las 
brechas de remuneraciones de género detectadas, resguardando la confidencialidad de los 
datos personales. 

 
▪ Para empresas de menos de 200 trabajadores, la implementación de estos mecanismos es 

voluntaria, aunque pueden acceder a asistencia técnica y certificaciones oficiales si deciden 
adoptarlos. 
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